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CONSULTA TRIBUTARIA: 

 

DE LA TRANSACCIÓN TRIBUTARIA 

 

Transacción 

 

Las obligaciones tributarias pueden ser objeto de transacción, en virtud de lo cual, un procedimiento 

administrativo o judicial queda concluido a consecuencia de los acuerdos plasmados en un acta 

transaccional, en un auto o sentencia, emitido por autoridad competente y bajo las condiciones y preceptos 

establecidos en el Código Tributario y permitidos por la Ley (Art. 56.1 CT). 

 

Qué puede ser materia del acuerdo transaccional 

 

La transacción podrá versar sobre la determinación y recaudación de la obligación tributaria, sus intereses, 

recargos y multas, así como sobre los plazos y facilidades de pago de la obligación. La transacción podrá 

involucrar el levantamiento de todas o parte de las medidas cautelares dictadas en contra del sujeto pasivo. 

La transacción podrá implicar que la administración tributaria o el sujeto pasivo realicen concesiones sobre 

aspectos fácticos de valoración incierta controvertidos durante la fase de determinación de la base 

imponible o dentro de procesos contenciosos (Art. 56.2 CT).  

 

Qué no puede ser materia del acuerdo transaccional 

 

- No se podrá transigir sobre el entendimiento o alcance general de conceptos jurídicos 
indeterminados en disputa, más sí respecto a su aplicación al caso concreto en el que tal concepto 
debe ser aplicado.  

- No serán objeto de transacción las pretensiones que persigan la anulación total o parcial de 
reglamentos, ordenanzas, resoluciones y circulares de carácter general emitidas por la 
Administración Tributaria (Art. 56.2 CT). 

 

Quién puede transigir 

 



La transacción deberá celebrarse entre la máxima autoridad del ente acreedor del tributo, o su delegado, y 

cualquiera de los sujetos pasivos de la obligación tributaria, siempre y cuando hubieren presentado las 

declaraciones respectivas y realizado algún pago; por lo tanto, los sujetos pasivos que no hubieren 

presentado las declaraciones de impuestos, hasta la fecha en que se notifique la orden de determinación, 

no podrán extinguir las obligaciones determinadas por el sujeto activo por transacción (Art. 56.3 CT). 

 

Efectos frente a terceros 

 

La transacción no vinculará a terceros que no hayan participado en ella, sea que tengan la calidad de 

contribuyentes, responsables o sustitutos. Frente a ellos, la obligación tributaria quedará extinguida. Si 

comparecen a la transacción dos o más sujetos pasivos tributarios, todos serán solidariamente 

responsables por la obligación contenida en el acuerdo transaccional, sin perjuicio del derecho de quienes 

tenían la calidad de responsables a repetir en contra de los obligados que tenían la calidad de 

contribuyentes.  

 

La administración tributaria no se verá vinculada frente a terceros por las concesiones de carácter jurídico 

o fáctico que realice con miras a alcanzar un acuerdo transaccional. En consecuencia, los sujetos pasivos 

tributarios no tendrán derecho a exigir que la administración tributaria respectiva realice las concesiones 

sobre puntos de derecho o puntos de hecho que haya realizado en otros casos, incluso cuando se trate de 

acuerdos transaccionales alcanzados con el mismo sujeto pasivo, salvo que se trate de circunstancias 

plenamente idénticas o equivalentes. Tales concesiones de carácter jurídico no podrán tenerse como 

prueba en contra de la administración tributaria, sea en la vía administrativa o en la vía judicial.  

 

La transacción no implica novación de la obligación (Art. 56.4 CT). 

 

Inimpugnabilidad de los acuerdos transaccionales 

 

El acta transaccional suscrita por el contribuyente y la autoridad competente es definitiva, vinculante e 

inimpugnable en sede administrativa o judicial, por corresponder al ejercicio de la autonomía de la voluntad 

del sujeto pasivo. No obstante, de haberse realizado una transacción respecto de cuestiones distintas a las 

previstas en esta sección, el acta transaccional podrá ser anulada de conformidad con la Ley (Art. 56.5 CT). 

 

Requisitos de la solicitud de transacción 

 

A efectos de la solicitud de transacción se observarán los requisitos establecidos en el artículo 119 del 

Código Tributario (Art. 56.6 CT). 

  

De la transacción extraprocesal 

 



Procedencia de la transacción extraprocesal 

 

Las obligaciones tributarias y los actos administrativos emanados de las facultades de la administración 

tributaria, cuya impugnación en sede judicial no esté pendiente, serán susceptibles de transacción 

extraprocesal de acuerdo con los requisitos previstos en este parágrafo.  

 

La transacción extraprocesal procederá en los casos en los que, habiendo comenzado el proceso de 

determinación por parte del sujeto activo, esta no hubiere concluido con un acto administrativo contentivo 

de una obligación de dar, o incluso en la sustanciación de un reclamo administrativo. En este caso, se podrá 

transar sobre todos los aspectos previstos en el artículo 56.6 que define los aspectos transigibles en materia 

tributaria.  

 

La transacción extraprocesal procederá también en casos de obligaciones tributarias contenidas en actos 

administrativos de determinación tributaria firmes o ejecutoriados que no hubiesen sido impugnados en 

sede judicial, en cuyo caso podrá transar únicamente respecto de facilidades y plazos para el pago, así 

como sobre la aplicación, modificación, suspensión o levantamiento de medidas cautelares.  

 

La transacción procederá incluso si la obligación tributaria se encuentra en fase de ejecución coactiva, 

hasta antes de verificarse el pago total, en cuyo caso no operará la suspensión de plazos y términos. En 

tal caso, la solicitud incluirá una declaración de compromiso de no enajenación o distracción de activos del 

sujeto pasivo que pudieren ser sujetos a la coactiva.  

 

La transacción de obligaciones tributarias cuya impugnación judicial está pendiente se sujeta a las reglas 

previstas en el parágrafo 3ro.  

 

En caso de que el contribuyente ofertare realizar el pago inmediato del cien por ciento del capital, podrá 

acordarse incluso la remisión total de intereses, la reducción de la tasa de interés la que no podrá ser 

inferior a la tasa pasiva referencial fijada por el Banco Central del Ecuador.  

 

En caso de que la solicitud de mediación se presente durante la sustanciación de un reclamo administrativo, 

se suspenderán los términos y plazos a partir de la presentación de la solicitud (Art. 56.7 CT). 

 

Requisitos de la transacción extraprocesal 

 

La transacción extraprocesal de obligaciones tributarias valdrá y surtirá efectos si y sólo si se instrumenta 

en un acta de mediación suscrita por un mediador calificado, de conformidad con lo establecido en la Ley 

de Arbitraje y Mediación.  

 



El sujeto pasivo tributario que desee iniciar un proceso de mediación que tenga como objeto alcanzar una 

transacción, deberá presentar su solicitud ante cualquier centro de mediación o ante cualquier mediador 

calificado, de conformidad con lo establecido en la Ley de Arbitraje y Mediación y su Reglamento.  

 

La entidad pública acreedora del tributo no tendrá una obligación de resultado de alcanzar un acuerdo 

transaccional; sin embargo, sí tendrá la obligación de negociar de buena fe durante el proceso de 

mediación, con miras a alcanzar un acuerdo que permita precaver un litigio y que agilite y/o facilite la 

recaudación. En la mediación la entidad pública, con el apoyo de sus dependencias técnicas y legales, 

realizará un análisis costo beneficio de proseguir con la controversia, considerando el costo en tiempo y 

recursos de un litigio, la expectativa de éxito de seguir tal litigio, y la conveniencia de resolver la controversia 

en la instancia más temprana posible.  

 

La suscripción del acta de mediación y la emisión de los informes conforme a los incisos anteriores no 

generará responsabilidad civil o administrativa de los funcionarios de la entidad pública salvo en los casos 

de dolo o negligencia grave (Art. 56.8 CT). 

 

Efectos de la solicitud de mediación 

 

Si la obligación tributaria no ha sido impugnada en la vía judicial, la solicitud de mediación presentada por 

primera vez tendrá por efecto la suspensión de todos los plazos de caducidad. Dicha suspensión se 

mantendrá hasta que se alcance un acuerdo de mediación o se suscriba un acta de imposibilidad de 

acuerdo, de ser el caso. Si se suscribe un acta de imposibilidad de acuerdo, los plazos de caducidad se 

reanudarán.  

 

En caso de que la primera solicitud de mediación no culmine con un acuerdo, los sujetos pasivos podrán 

presentar segundas o ulteriores solicitudes de mediación, siempre que la obligación tributaria no haya sido 

impugnada. Sin embargo, tales solicitudes de mediación no afectarán los plazos aplicables de caducidad.  

 

Una vez presentada la solicitud de mediación, se suspenderán los plazos para impugnar el acto 

administrativo sea en sede judicial o administrativa hasta que se pronuncie la autoridad respecto a la 

aceptación de entrar a un proceso de mediación o en su defecto se dicte el acta de mediación o de 

imposibilidad según el caso.  

 

En caso de que no se llegare a un acuerdo o no se aceptare el proceso de mediación, el sujeto pasivo 

podrá adoptar las vías legales previstas en la ley para la discusión del acto administrativo (Art. 56.9CT). 

 

Efectos del incumplimiento del acta de mediación 

 

Si el o los sujetos pasivos incumplen el acta de mediación contentiva del acuerdo transaccional, en caso 

de que la transacción fuese parcial, se emitirá el respectivo título de crédito que servirá como antecedente 



para el inicio del respectivo proceso coactivo. Si el acta transaccional se refiere a la totalidad de las 

obligaciones, la misma constituirá título de crédito suficiente (Art. 56.10 CT). 

 

Costos del proceso de mediación 

 

Los costos relacionados con el proceso de mediación y con la suscripción del acta de mediación serán 

asumidos por el solicitante. Sin embargo, la falta de pago de tales costos no impedirá ni suspenderá el 

ejercicio de la acción de cobro por parte del sujeto activo del tributo (Art. 56.11 CT). 

 

  

De la transacción intraprocesal 

 

Transacción intraprocesal 

 

Las obligaciones tributarias que sean materia de impugnación judicial podrán ser materia de transacción, 

sea en el caso de impugnaciones a actos administrativos tributarios; sea en acciones especiales, como las 

de excepciones a la coactiva o la acción tendiente a la declaración de prescripción de créditos tributarios, 

intereses y multas; o en cualesquier otras acciones judiciales de Competencia del Tribunal Distrital de lo 

Contencioso Tributario de acuerdo al Código Orgánico General de Procesos (Art. 56.12 CT).  

 

Momento en que procede la transacción intraprocesal 

 

La transacción intraprocesal procederá durante la Audiencia Preliminar o Única, según el caso, siguiendo 

las reglas de la conciliación y transacción prescritas en este Código y en el Código Orgánico General de 

Procesos.  

 

En caso de que la obligación declarada en una sentencia ejecutoriada ya se encuentre en fase de ejecución 

coactiva, aplicarán las reglas de la transacción extraprocesal previstas en el parágrafo 2do, no obstante, 

respecto de estas no podrán discutirse los hechos o normas que originaron la conformación de la base 

imponible, sino únicamente sobre las formas de cumplimiento de la obligación y eventuales facilidades que 

puedan acordarse para ello, incluyendo la imposición de medidas cautelares (Art. 56.13 CT). 

 

Requisitos de la transacción intraprocesal 

 

En todo lo no previsto en este parágrafo, la transacción intraprocesal se sujetará a las reglas previstas en 

el Código Orgánico General de Procesos (Art. 56.14 CT). 

 



Ejecución de los Acuerdos Transaccionales 

 

Las Actas Transaccionales podrán ser ejecutadas desde el día siguiente a su suscripción, sin perjuicio de 

que prosiga la sustanciación de procesos administrativos o judiciales contenidos en el mismo acto 

administrativo u obligación tributaria respecto de posturas no conciliadas o que no fueron objeto de 

transacción.  

 

Cuando se trate de obligaciones por cobrar, los Acuerdos Transaccionales llevarán incorporada la orden 

de cobro y serán requisito suficiente para ejercer el cobro e incluso constituye título válido para iniciar el 

proceso coactivo correspondiente. En este caso, la imputación de los pagos se realizará por separado, 

respecto de la parte de la obligación que se encuentra contenida en el acta transaccional (Art. 56.15 CT).  

 

Normas Supletorias 

 

En lo concerniente a las disposiciones de esta Sección, se aplicarán como normas supletorias las 

disposiciones del Código Orgánico General de Procesos, Código Orgánico de la Función Judicial; y, Ley 

de Mediación y Arbitraje y su Reglamento, solo en la parte en que dichas disposiciones no contradigan a 

las contenidas en este Código (Art. 56.16 CT). 

 

FUENTE:  

- Ley Orgánica para el Desarrollo Económico y la Sostenibilidad Fiscal Tras la Pandemia del 
COVID-19, Tercer Suplemento del Registro Oficial No. 587, de 29 de noviembre de 2021). 

 

 

CONSULTA LABORAL: 

 

EL SALARIO DIGNO 

 

Aspectos generales 

 

El salario digno mensual es el que cubra al menos las necesidades básicas de la persona 

trabajadora, así como las de su familia, y corresponde al costo de la canasta básica familiar dividido 

para el número de perceptores del hogar.  

 

El costo de la canasta básica familiar y el número de perceptores del hogar serán determinados 

por el organismo rector de las estadísticas y censos nacionales oficiales del país, de manera anual, 



lo cual servirá de base para la determinación del salario digno establecido por el Ministerio del 

Trabajo. 

 

Ámbito de aplicación 

 

Están obligados al pago de la compensación económica para alcanzar el salario digno, los 

empleadores, sociedades o personas naturales obligadas a llevar contabilidad, que hubieren 

generado utilidades en el año y que hubieren pagado un anticipo al impuesto a la renta inferior a 

esas utilidades; y que, durante dicho ejercicio económico, no pagaron a las personas trabajadoras 

o ex trabajadoras por lo menos el monto del salario digno. 

 

Del salario digno 

 

Mediante Acuerdo Ministerial No. MDT-2022-041, el Ministro del Trabajo fijo el salario digno para el año 

2021 en $ 445,41 (cuatrocientos cuarenta y cinco dólares de los Estados Unidos de América con cuarenta 

y un centavos) con base en la información proporcionada por el Instituto Nacional de estadísticas y Censos; 

sin embargo, y considerando la prohibición de disminuir la remuneración de acuerdo a lo establecido en el 

artículo 328 de la Constitución de la República del Ecuador, se mantiene el salario digno para el año 2021 

en $ 447,41 (cuatrocientos cuarenta y siete dólares de los Estados Unidos de América con cuarenta y un 

centavos). 

 

Del cálculo de la compensación económica 

 

El valor de la compensación económica para alcanzar el salario digno resulta de la diferencia entre 

el salario digno antes señalado y el ingreso mensual que la persona trabajadora o ex trabajadora 

percibió durante el año 2021, conforme lo establece el artículo 9 del Código Orgánico de la 

Producción, Comercio e Inversiones. 

 

Cálculo del ingreso mensual 

 

Para el cálculo del ingreso mensual de la persona trabajadora o ex trabajadora durante el año 

2020, se debe sumar los siguientes componentes: 

 

a. El sueldo o salario del año 2021; 
b. La decimotercera remuneración valor proporcional al tiempo laborado en el año 2021, 

cuyo período de cálculo y pago estará acorde a lo establecido en el artículo 111 del 
Código del Trabajo; 



c. La decimocuarta remuneración valor proporcional al tiempo laborado en el año 2021, 
cuyo período de cálculo y pago estará acorde a lo establecido en el artículo 113 del 
Código del Trabajo; 

d. Las comisiones variables que hubiere pagado el empleador a la persona trabajadora 
o ex trabajadora que obedezcan a prácticas mercantiles legítimas y usuales en el año 
2021; 

e. La participación de la persona trabajadora o ex trabajadora en las utilidades de la 
empresa del ejercicio fiscal 2020 y pagadas en el 2021; 

f. Los beneficios adicionales percibidos en dinero por el trabajador por contratos 
colectivos, que no constituyan obligaciones legales, y las contribuciones voluntarias 
periódicas hechas en dinero por el empleador a sus trabajadores en el año 2021; y, 

g. Los fondos de reserva correspondientes al año 2021. 
 

El período para el cálculo 

 

El Período para el cálculo de la compensación económica del salario digno va desde el 1 de enero 

hasta el 31 de diciembre de 2021; exceptuando los casos en que la persona trabajadora o ex 

trabajadora, que hubiere laborado por un lapso menor al año antes mencionado, en cuyo caso el 

cálculo será proporcional al tiempo trabajado. 

 

El salario digno de las personas trabajadoras y ex trabajadoras bajo la modalidad de contrato de 

jornada parcial permanente, se calculará de manera proporcional al tiempo de horas semanales 

de trabajo estipuladas en el contrato. Para esto, se considerará que la jornada ordinaria es de 

cuarenta (40) horas semanales. 

 

Para el cálculo de la compensación económica para alcanzar el salario digno, se considerará el 

período anual de 360 días, incluidas las vacaciones, y la jornada laboral equivalente a 240 horas. 

 

De la compensación económica 

 

Para el pago de la compensación, se entiende como "utilidades" al valor señalado por el empleador 

en los formularios 101 y 102 de la declaración del impuesto a la renta ante el Servicio de Rentas 

Internas, que resulta de restar de la utilidad contable (casillero 801 personas jurídicas) y (casillero 

801 personas naturales): 

 

Para el caso de las personas jurídicas (formulario 101) se considera los siguientes componentes: 

 

a) La participación de utilidades de los trabajadores (casillero 803); 
b) El impuesto a la renta causado (casillero 850) o el anticipo a la renta (casillero 851); y, 
c) La reserva legal. 



 

Para el caso de personas naturales y sucesiones indivisas obligadas a llevar contabilidad 

(formulario 102) se considera los siguientes componentes: 

 

a) La participación a trabajadores; y, 
b) El impuesto a la renta causado o el anticipo al impuesto a la renta. 

 

 

Plazo para el pago de la compensación económica 

 

La compensación económica para alcanzar el salario se debe pagar a las personas trabajadoras 

o ex trabajadoras hasta el 31 de marzo de 2022.  

 

Para el efecto, el empleador debe destinar un porcentaje equivalente de hasta el 100% del valor 

de las utilidades correspondientes al 2021. Si ese valor no cubre la totalidad del salario digno de 

todos los trabajadores y ex trabajadores con derecho a la compensación económica, el empleador 

debe repartir de manera proporcional; para lo cual, el valor de la compensación económica 

correspondiente a cada persona trabajadora o ex trabajadora, se debe dividir para el monto total 

necesario para cubrir el salario digno de todas las personas trabajadoras y ex trabajadoras, y se 

multiplicará por el valor de las utilidades efectivamente generadas en el año 2021, según la 

siguiente fórmula: 

 

                                Compensación económica correspondiente a 

                                  cada persona trabajadora o ex trabajadora 

                                           para alcanzar el salario digno 

                            __________________________________________X Utilidades generadas 2021 

                                  Monto total para cubrir el salario digno 

                                   de todas las personas trabajadoras y 

                                                ex trabajadoras 

 

Los empleadores tienen la obligación de pagar el valor de la compensación económica para 

alcanzar el salario digno dentro de los treinta días siguientes a la fecha en la que debió efectuarse 

el pago, para lo cual deben agotar todos los mecanismos legales para el efecto, incluso a través 

de comunicaciones dirigidas a los domicilios y direcciones de correo electrónico de las personas 

trabajadoras o ex trabajadoras, y por medio de al menos dos avisos en los diferentes medios de 

comunicación locales o nacionales. 

 



Procedimiento para el pago 

 

El empleador al momento de registrar la declaración de la participación de utilidades del año 2021, 

en la página web del Ministerio del Trabajo, debe completar la información requerida por el sistema, 

el mismo que identifica a las personas trabajadoras y ex trabajadoras a las cuales se debe realizar 

la compensación económica por no haber alcanzado el salario digno. 

 

Una vez que el empleador ingresa la información de las personas trabajadoras y ex trabajadoras 

que solicita el sistema, se genera el reporte con la nómina de las personas trabajadoras y ex 

trabajadoras a los cuales se les debe realizar la compensación económica para alcanzar el salario 

digno antes establecido y cuyo valor debe ser asumido por parte del empleador. 

 

Control y sanciones 

 

La Dirección de Control e Inspecciones del Ministerio de Trabajo tiene a cargo el control del 

cumplimiento del pago de la compensación del salario digno.  

 

El incumplimiento del pago de la compensación económica para alcanzar el salario digno y su 

registro conforme lo establecido en el correspondiente acuerdo, será sancionado de acuerdo a lo 

estipulado en los artículos 628 y 629 del Código de Trabajo y al artículo 7 del Mandato 

Constituyente No. 8, según corresponda. 

 

FUENTE: Acuerdo Ministerial No. MDT-2022-041, publicado en el Suplemento del Registro Oficial 

No. 31, de 29 de marzo de 2022. 

 

CONSULTA SOCIETARIA: 

 

INFORMACIÓN Y DOCUMENTOS A PRESENTAR A LA SUPERINTENDENCIA 

DE COMPAÑÍAS, LAS SOCIEDADES SUJETAS A SU VIGILANCIA Y CONTROL 

 

El artículo 20 de la Ley de Compañías dispone que las compañías nacionales anónimas, en 

comandita por acciones, de economía mixta, de responsabilidad limitada y las que bajo la forma 

jurídica de sociedades constituya el Estado, las sucursales de compañías u otras empresas 

extranjeras organizadas como personas jurídicas y las asociaciones y consorcios que formen entre 

sí o con sociedades nacionales vigiladas por la entidad, y estas últimas entre sí y que ejerzan sus 



actividades en el Ecuador, y que se encuentren sujetas a la vigilancia y control de la 

Superintendencia de Compañías, Valores y Seguros, enviarán a ésta, en el primer cuatrimestre de 

cada año (hasta el mes de abril), los estados financieros y sus anexos, mediante el portal web 

institucional, conforme al cronograma de acuerdo al noveno dígito del RUC. 

El incumplimiento en la presentación de los estados financieros y sus anexos dentro del plazo 

establecido por la Ley, será incorporado en el Informe de Obligaciones Pendientes para la 

compañía. 

 

Envío de información 

 

El representante legal de cualquiera de las sociedades detalladas deberá ingresar al portal web 

de la Superintendencia de Compañías, Valores y Seguros a través del usuario y clave de la 

compañía, y digitar bajo su responsabilidad, los valores contenidos en los estados financieros y, 

además, los siguientes datos de la compañía:  

 

 Nombre y número de documento de identificación o RUC 

 Número de registro del contador 

 Número de personal ocupado  

 Número de Registro Nacional de Auditores Externos (RNAE), cuando corresponda 

 La fecha de la Junta General que aprobó los estados financieros 

 Los demás datos que requiera el formulario. 

 

La compañía deberá encontrarse al día en la presentación de los estados financieros de los 

ejercicios económicos anteriores, a fin de poder enviar el estado financiero del último ejercicio 

económico. 

 

Envío de documentación 

 

Las sociedades enviarán electrónicamente a la Superintendencia de Compañías, Valores y 

Seguros, en el primer cuatrimestre de cada año, lo siguiente: 

a) Un juego completo de los Estados Financieros. 

b) Informe del representante legal a la junta general de socios o accionistas que conoció y adoptó 

resoluciones sobre los estados financieros. 



c) Informe del comisario, del consejo de vigilancia u otro órgano de fiscalización interna, 

presentados a la junta general de socios o accionistas que conoció y adoptó la resolución 

sobre los estados financieros, de haberlo. 

d) Informe de auditoría externa, en el caso de estar obligada a contratarla. 

e) Nómina de administradores y/o representantes legales con la indicación de los nombres y 

apellidos completos y denominación del cargo de éstos. 

f) Nómina de socios o accionistas inscritos en el libro de participaciones y socios o de acciones 

y accionistas, a la fecha del cierre del estado financiero. 

g) Copia legible del RUC vigente. 

h) Copia certificada del acta de la junta que aprobó el juego completo de los 

i) estados financieros. 

j) Los demás datos que se establezcan en el reglamento. 

 

Las compañías constituidas en el Ecuador, sujetas a la vigilancia y control de la Superintendencia 

de Compañías, Valores y Seguros enviarán de manera obligatoria a ésta, la información sobre el 

número de personal ocupado en sus compañías, clasificándolo como: 

 

 Directivo.- A este grupo pertenecen: gerentes generales, gerentes de área, directores, 

subgerentes generales, subgerentes de área, subdirectores, jefes de área, coordinadores y 

similares. 

 Administrativo.- Trabajadores como: Secretarias, cajeros, recepcionistas, auxiliares 

administrativos, auxiliares de archivo, auxiliares contables, chef o cocineros principales, 

técnicos de laboratorio e investigación, apoyo tecnológico, y similares. 

 De producción.- Corresponde a personal como: chóferes, personal de limpieza, empacadores, 

conserjes, vigilantes, jardineros, operarios, jornaleros, aprendices, ayudantes de cocina, 

pocilleros, meseros, bodegueros, personal a destajo, botones, porteros, trabajadores que 

efectúan labor de transformación de materia prima, y similares. 

 Otros.- Todos los que no se encuadren en las áreas anteriormente mencionadas. 

 

Sanciones 

 

Los representantes legales de las compañías que no remitieren la información establecida en los 

artículos 20 y 23 de la Ley de Compañías y en el reglamento, serán sancionados de conformidad 

con las disposiciones de los artículos 25 y 457 de la Ley de Compañías, hasta que cumplan con 

esta obligación. 

FUENTE: Resolución No. SCVS-DNCDN-2015-003 publicado en el Suplemento del Registro 

Oficial 469, 30 de marzo de 2015. 


